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OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO

Negado el impedimento manifestado por la H. Magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, sería del caso que la Sala procediera a conocer en grado jurisdiccional de consulta la sentencia emitida el 23 de febrero de 2011 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca
, hoy Bogotá, mediante la cual sancionó con censura, al abogado GABRIEL DARÍO HERNÁNDEZ MAHECHA, al encontrarlo responsable de la comisión de la falta prevista en el numeral 1° del artículo 37 de la Ley 1123 de 2007, de no ser por la existencia de irregularidad que obliga a invalidar lo actuado. 
HECHOS 

Fueron resumidos en el fallo de primera instancia, en los siguientes términos: 

“Mediante escrito fechado 11 de diciembre de 2009, radicado en la secretaría de esta Colegiatura en la misma fecha, la señora LUZ EDILMA ORTIZ formuló queja contra el abogado GABRIEL DARÍO HERNÁNDEZ MAHECHA, por los hechos que se relacionan en seguida. 

El 5 de noviembre de 2002 otorgó poder al abogado denunciado para que adelantara en su nombre un proceso de pertenencia, y, para el cumplimiento de dicha labor, además de entregarle documentación, le pagó la suma de $1.250.000 por concepto de honorarios, pero, a pesar de ello, no cumplió el encargo”. 
De la condición de abogado. 
Se acreditó la condición de profesional del derecho de GABRIEL DARÍO HERNÁNDEZ MAHECHA, quien se identifica con cédula de ciudadanía No.19.056.460, y con Tarjeta Profesional No. 42.126 vigente
 y no registra antecedentes disciplinarios
. 
ACTUACIÓN PROCESAL
Apertura de investigación disciplinaria. A través de proveído del 04 de febrero de 2010, se dispuso la apertura de proceso disciplinario contra el abogado denunciado
 y se convocó a la audiencia prevista en el artículo 105 Ibídem para el 29 de septiembre de 2010.  

De la Audiencia de pruebas y calificación provisional. Luego de dos aplazamientos provocados por la inasistencia del disciplinado
, lo que además provocó que fuese declarado persona ausente y se le designará defensor de oficio. La vista se realizó el 10 de febrero de 2010
, en la que se surtió la siguiente actuación: 
· Se presentó la queja génesis de las presentes diligencias. 

· La señora Luz Edilma Ortiz, amplió y ratificó la denuncia presentada, señalando que le confirió poder al disciplinado y le canceló la suma de $1.200.000 para que se encargara de los trámites de la partición de un lote de su propiedad. Sin embargo, no ha hecho nada pues no le ha entregado escritura ni le ha dicho en qué va el proceso.

Manifestó que en octubre de 2010, habló con el abogado quien le dijo que quería adelantar el proceso. Así mismo, informó que el togado realizó varias gestiones en su nombre y representación, tales como el desembargo de su inmueble. 

· Acto seguido el Magistrado Instructor procedió a “sintetizar” las imputaciones realizadas por la quejosa, indicando que contrató al abogado para adelantar un trabajo relacionado con un lote respecto del cual se firmó una promesa de venta, pero no se hicieron las escrituras, para ello le pagó $1.250.000 para esas gestiones y no hizo nada, así esta planteada la queja. De groso modo se podría decir que las imputaciones son indiligencia, por haberse comprometido a hacer algo y no haberlo hecho injustificadamente. Segundo, haber recibido unos honorarios y como no realizó el encargo, los honorarios no están justificados, lo que implicaría un cobro desproporcionado con relación al trabajo que pudo haber hecho. Otra imputación sería no haberle informado el estado de la gestión.

· El abogado investigado procedió a rendir versión libre, señalando que está absolutamente seguro de que no ha cometido ninguna falta disciplinaria. Manifestó que efectivamente la quejosa buscó sus servicios profesionales y le contó que tenía un lote, concluyendo que ostentaba su posesión, pero nunca le comentó del problema que tenía con su hijo Aníbal.
Señaló que al verificar los documentos del predio, se encontró con que el mismo estaba embargado y secuestrado, razón por la cual le explicó a su cliente que tenían que levantar ese embargo y ese secuestro a través de un trámite incidental, procediendo a desplegar tal actuación. 

Posteriormente, le dijo que se debía iniciar un proceso de pertenencia para poder tener la escritura a su nombre, recibiendo el poder correspondiente. Indicó que inició el trámite pero el problema se presentó cuando apareció el hijo de la quejosa oponiéndose a cualquier actuación, y a que la señora Ortiz adquiriera la propiedad de ese predio, llegando incluso a amenazarlo. 

Agregó que trató de solucionar el inconveniente con el hijo de su cliente, a quien también le dijo que le diera poder para adelantar el proceso, pero ello no fue posible, explicándole a la señora que sin ello, no podía adelantar la actuación. 

Posteriormente se presentaron unos problemas entre madre e hijo, que llegaron a instancias de la justicia penal, sin que él hubiese actuado en esas diligencias. 

Por último, adujo que se distanció de su cliente, pero ella siempre supo que estaba dispuesto a adelantar la gestión tan pronto las circunstancias lo permitieran. Y si bien, no lo pudo ubicar por sus ocupaciones pues debía viajar mucho, en su oficina le decían que lo iba a buscar una señora, sin decirle de quien se trataba.  

Indicó que su cliente le exigió la devolución del dinero a lo que él no se opone y que también le manifestó su deseo de que adelantara la gestión y obtuviera la escritura, a lo que él lo respondió que iba a adelantar el proceso.  

Dijo que si en algún momento se ve involucrado en una falta culposa se compromete a asumir todos los gastos del proceso de pertenencia. También dice que si hay algo que confesar es la dificultad en la comunicación pero no negligencia de su parte, por cuanto nunca recibió una razón precisa por parte de su secretaria. 

Finalmente, manifestó que sí acepta una falta a título de culpa pero no de dolo porque seguramente no hizo todo lo necesario para decirle que los honorarios los tenía y que deberían estar en el bolsillo de su cliente, pero nunca con intención de apoderarse de ese dinero, pues siempre pensó que el día que ella solucionara el problema con su hijo,  se iba a adelantar el proceso y a manera de resarcimiento se comprometió a adelantar dicha gestión. 

· Se le concedió la palabra al defensor de oficio, quien solicitó que se prohijado sea exonerado de cualquier responsabilidad disciplinaria. 

· Acto seguido, el Magistrado de primera instancia, procedió a “tomar la decisión correspondiente” en el siguiente sentido: 

En primer lugar, sobre el cobro de honorarios desproporcionados, indicó que se pudo establecer que el abogado sí desplegó actuaciones en aras de cumplir con el encargo conferido, aunque no lo culminó, luego entonces, cierto es que recibió un dinero a título de honorarios para adelantar un proceso de pertenencia, sin embargo el cobro y recibo de dichos emolumentos ocurrió entre los años 2002 y 2003, de manera que la acción disciplinaria está prescrita pues han pasado más de 5 años y esta jurisdicción ha perdido competencia para ocuparse de ese tema, disponiendo de esta forma la terminación anticipada de las diligencias por este hecho.
Por otro lado, en lo referente a la indiligencia, el A quo señaló que el poder conferido al abogado aún está vigente, y esa conducta es permanente razón por la cual no hay lugar a declarar la prescripción. En cuanto a la falta, estimó que la indiligencia está representada en un descuido al no continuar con el  proceso y tampoco renunció al poder.

Pero como el abogado ha aceptado esa falta, la confesó y además habló de resarcir daños y perjuicios, debiendo entonces, aceptar tal situación y de esta forma, dar aplicación a lo dispuesto en los artículos 45 y 105 de la Ley 1123 de 2007, ya que el abogado aceptó dicha falta antes de que se le corriera el pliego de cargos, procediendo entonces a pasar el expediente al Despacho para emitir el fallo correspondiente. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Mediante fallo del 23 de febrero de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, hoy Bogotá, resolvió sancionar con censura al abogado GABRIEL DARÍO HERNÁNDEZ MAHECHA, al encontrarlo responsable de infringir lo dispuesto en el artículo 37 numeral 1º de la Ley 1123 de 2007, al considerar que, “(…) la confesión está acompañada de la prueba documental que milita en el expediente, entre las que están las fotocopias del poder que la quejosa le otorgó al inculpado  el 5 de noviembre de 2002 y de los recibos que dan fe del dinero  que ésta le entregó al abogado inculpado por concepto de honorarios, con lo cual queda demostrada la materialidad de la conducta enrostrada, esto es, que aceptó el mandato para llevar a cabo una gestión determinada, y que, a pesar de que realizó algunos trámites relacionados con la misma no culminó el encargo profesional…”
. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Sala tiene competencia para conocer en el grado jurisdiccional de consulta, las sentencias sancionatorias que no son apeladas, emitidas por las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura, de acuerdo a lo preceptuado en los artículos 256 numeral 3
 de la Carta Política y Artículo 112 numeral 4
  de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el numeral 1º del artículo 59 de la Ley 1123 de 2007
.

No obstante lo anterior, como se dijo desde el principio la Sala no abordará el fondo del asunto, por cuanto se vislumbra una causal que vicia de nulidad la actuación.

En efecto, con relación al contenido y alcance del derecho disciplinario, se ha señalado que su ámbito de regulación comprende: (i) las conductas que pueden configurar falta disciplinaria; (ii) las sanciones aplicables según la naturaleza de la falta y (iii) el proceso, o conjunto de normas sustanciales y procesales que aseguran la garantía constitucional del debido proceso y regulan el procedimiento a través del cual se deduce la correspondiente responsabilidad disciplinaria.
En este orden de ideas, es sabido que uno de los principios fundantes del derecho disciplinario en nuestro país es el de "Estricta legalidad" y "Estricta Constitucionalidad", al punto de ser fuente de legitimación de los actos del Estado en su función primordial de persecución punitiva.
Tal principio aparece consagrado en nuestro ordenamiento en el artículo 29 de la Carta Política en donde se expresa: "(...) Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio (...)"; y no es más que el reflejo y desarrollo de múltiples declaraciones internacionales de derechos humanos, en donde se considera como un bien fundamental. 

Dicho derecho Constitucional, establecido en el preámbulo de nuestra Constitución Política al asegurarle a sus integrantes, la justicia dentro de un marco jurídico, democrático y participativo y a su vez, límite material al "ius puniendi", está reproducido como principio rector en el ámbito disciplinario, artículo 3 de la Ley 1123 de 2007 “(…) El abogado sólo será investigado y sancionado disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su realización y conforme a las reglas fijadas en este código o en las normas que lo modifiquen (…)”, en concordancia con el artículo 6º de la Ley 600 de 2000
, el cual, implica básicamente que la ley debe ser escrita, estricta y preexistente al acto imputado y, por tanto, vigente al momento de la comisión del mismo y de elevar el juicio de reproche, para que el Estado pueda poner en marcha su aparato en pos de investigar y eventualmente sancionar al implicado.

Igualmente, es garantía para el profesional del derecho de que la actividad de intervención estatal de consecuencias sancionatorias no desbordará los precisos parámetros señalados por la misma ley, pues bastará la existencia de ésta para que el profesional del derecho sepa exactamente lo que le es permitido y prohibido en un momento determinado (Principio de Seguridad Jurídica).

Por las características reseñadas en precedencia, tal principio rector se debe materializar en el ejercicio del derecho disciplinario en dos sentidos: de una parte, la exigencia al legislador para que en la consagración normativa de prohibiciones se respete siempre el criterio de "Tipicidad inequívoca" y de otra al operador judicial para que de ningún modo, acuda a interpretaciones extensivas o analógicas en mala parte, para tratar de llenar los vacíos, inconsistencias e inclusive insistir en mantener en el mundo jurídico, una conducta que con el advenimiento una norma favorable, dejó de ser reprochable autónomamente para mutar su naturaleza a criterio de graduación de la sanción.

A ese respecto resulta importante resaltar, que para un hecho ser "Típico" no basta con que una ley lo prevea, sin importar la forma de hacerlo, pues coincidimos con la apreciación que presenta el profesor Juan Fernández Carrasquilla al exponer el principio de "Tipicidad Inequívoca": "(...) El principio de legalidad, entendido en tan amplio sentido formal, no significa mucho en el orden de las garantías individuales, pues ni autolimita sensiblemente el poder punitivo del Estado, ni estorba a la arbitriedad judicial, ni en realidad "determina" la conducta punible (…)"
.

Sin que sea dado que en el ejercicio de dicho poder punitivo las normas se queden en el papel y el Operador Judicial, juzgue y sancione a una persona sin siquiera enterarlo previamente de las conductas previstas en la ley y en las que supuestamente incurrió. 

En este orden de ideas, se tiene que en el derecho sancionador, el legislador ha estipulado la necesidad de implementar una pieza procesal que rige toda la actuación, en aras de fijarle al procesado unas reglas claras que gobernarán su juzgamiento, una especie de columna vertebral. 

La Resolución de Acusación o pliego de cargos constituye entonces el marco dentro del cual se realiza el juicio, pues allí se le informa al procesado los hechos por los cuales debe responder, razón por la cual, al ser una figura de tanta importancia en el proceso, normativa y jurisprudencialmente se han establecido unos requisitos que debe cumplir, so pena de vulnerar los derechos fundamentales del procesado e impedir que la etapa de juzgamiento se realice adecuadamente. 

Luego entonces, en el proveído calificatorio, el funcionario debe enunciar de una forma clara y precisa los hechos objeto de investigación –imputación fáctica-, así como debe realizar un análisis probatorio suficiente para sustentar los cargos y finalmente, debe señalar las faltas por los cuales acusa –imputación jurídica-. 

Sobre el tema, es innumerable la jurisprudencia emitida por la Corte Suprema de Justicia, que en reciente fallo dejó sentado lo siguiente:

“…Según Luigi Ferrajoli
… Cuando la jurisdiccionalidad en estricto sentido se refiere de manera concreta a la garantía nullum iudicium sine accusatione (o, lo que es lo mismo, a “la garantía procesal de una acusación determinada contra el procesado como acto previo y de delimitación del juicio”
 –se subraya), ello implica que en las actuaciones penales la resolución de acusación (o su equivalente) no sólo debe contener, en materia de lenguaje, la misma rigurosidad orientada hacia la definición y delimitación del caso concreto con la que, en un sentido general y abstracto, el legislador denota dentro de las normas jurídico penales las acciones que considera punibles, sino que además “debe formularse en términos unívocos y precisos, idóneos para denotar exactamente el hecho atribuido y para circunscribir el objeto del juicio y de la sentencia que le pondrá fin”
.

En palabras más sencillas, la acusación, para efectos de su verificación y refutación durante la etapa del juicio, debe contener una clara e inequívoca delimitación tanto de los hechos jurídicamente relevantes del caso (imputación fáctica) como de los cargos que en razón de tales acontecimientos se formulan (imputación jurídica) en aras de respetar la estricta legalidad y jurisdiccionalidad del sistema. Y, así mismo, la acusación desde el punto de vista probatorio tiene que “ser completa, es decir, integrada por la información de todos los indicios que la justifican, de forma que el imputado tenga la posibilidad de refutarlos y nada le sea ‘escondido de cuanto se prepare para su daño o de cuanto se hace, o se hará, para reforzar el concepto de su culpabilidad y destruir la presunción de inocencia, que siempre le asiste’”
…”
.

De igual forma, es menester señalar que ante cargos inconcretos y difusos, es imposible proferir la sentencia que en derecho corresponda, pues recordemos que entre los cargos y el fallo debe existir consonancia, pero si la primera decisión citada carece de la suficiente argumentación, al Juzgador le está vedado emitir el fallo correspondiente, so pena de también vulnerar las garantías procesales de los procesados.  

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, también ha considerado: 

“…la descripción material de la conducta imputada contiene los datos fácticos recogidos en la acusación, que constituyen la referencia indispensable para el ejercicio de la defensa del imputado y la consecuente consideración del juzgador en la sentencia. De ahí que el imputado tenga derecho a conocer, a través de una descripción clara, detallada y precisa, los hechos que se le imputan. La calificación jurídica de éstos puede ser modificada durante el proceso por el órgano acusador o por el juzgador, sin que ello atente contra el derecho de defensa, cuando se mantengan sin variación los mismos hechos y se observen las garantías procesales previstas en la ley para llevar a cabo la nueva calificación…”

Luego entonces, es claro que legal y jurisprudencialmente en nuestro ordenamiento jurídico está consagrada dicha pieza procesal y se han fijado los parámetros necesarios que deben cumplirse al momento de su expedición. Tanto así que en el proceso penal se habla de formulación de acusación, antes resolución de acusación, y en los procesos disciplinarios regidos tanto por la Ley 734 de 2002 como por la Ley 1123 de 2007, está previsto el pliego de cargos. 

En efecto, en el procedimiento regido por la Ley 1123 de 2007, se tiene que en su artículo 105, dentro del curso de la Audiencia de Pruebas y Calificación provisional, está prevista la etapa de Calificación jurídica de la actuación, a través de la terminación o la formulación de cargos, según corresponda. Esta última decisión deberá contener expresamente, como mínimo: 

· La imputación fáctica 

· La imputación Jurídica

· Modalidad de la conducta 

Culminado de esta forma la etapa investigativa y sirviendo de preámbulo a la Audiencia de Juzgamiento. 

Por otro lado, en dicho procedimiento, también se encuentra consagrada la confesión, en la que una vez el abogado investigado acepta la comisión de la falta disciplinaria, se procede a dictar la sentencia correspondiente (parágrafo del art. 105).

Consagrando dicha figura además como un criterio de atenuación, al momento de graduar la sanción, siempre y cuando se presente “antes de la formulación de los cargos”
.

Sin embargo, el hecho de que el procesado acepte la comisión de la falta, no implica que el Estado le cercene sus garantías procesales, pues se renuncia a que se agoten los trámites normales del proceso, a la controversia de la acusación y de la prueba en que se funda, pero nunca a que el Estado le informe claramente los hechos y conductas por las cuales lo va a sancionar. 

Adviértase que la diminuente de la sanción opera cuando la confesión se realice antes del pliego de cargos, pero ello no implica, se itera, que el Magistrado instructor pretermita la formulación de los mismos. 

En este sentido, es importante remitirnos al procedimiento penal, en el que se encuentra consagrada la figura de la “terminación anticipada”, la que de acuerdo con el artículo 40 de la Ley 600 de 2000, establece dos oportunidades o términos dentro de los cuales el sindicado puede solicitar que se dicte sentencia anticipada. La primera de ellas va desde la diligencia de indagatoria hasta antes de la ejecutoria el cierre de investigación; y la segunda, desde cuando se profiere acusación y hasta antes de la ejecutoria del auto que convoca a la celebración de la audiencia pública, en cuyo caso la disminución de pena es de una octava parte.
Estando expresamente consagrado que si dicha figura se presenta en la etapa de investigación, esto es, antes de la Resolución de Acusación, el Fiscal procederá a formular los cargos, los cuales serán consignados con la aceptación del procesado en un acta suscrita por los intervinientes, y se remitirá al Juez competente para que proceda a emitir el fallo correspondiente. 

Dicho precepto, señala que: “El acta que contiene los cargos aceptados por el procesado es equivalente a la Resolución de acusación”. 

Igual ocurre en el procedimiento regido por la Ley 906 de 2004, en el que existe la figura de la “Aceptación por el imputado”, que es el reconocimiento libre, consciente y espontáneo de haber participado en alguna forma o grado en la ejecución de la conducta delictiva que se investiga
. 

Y en caso de que en el curso de la Audiencia de Formulación de imputación, el procesado acepte la imputación realizada previamente por el Fiscal “lo actuado es suficiente como acusación…” y se convocará a audiencia de individualización de pena y sentencia
. 

En este orden de ideas, no puede concebirse un proceso sancionador sin la existencia de una formulación de cargos como requisito para emitir una condena, pues como se dijo, dicha figura no solamente delimita la etapa de juzgamiento, también garantiza al procesado que esté plena y previamente enterado de los hechos y conductas por las que será juzgado y posiblemente sancionado. 

Desconocer tal figura, que a su vez constituye además una etapa procesal implica desconocer además, las garantías del debido proceso y del derecho de defensa, toda vez que si el operador disciplinario omite cumplir su deber de respetar las fases o etapas procesales fijadas por la ley, como cuando se omite alguna de las ritualidades dentro de una de ellas,  cuya única finalidad es garantizar la celeridad, la eficacia, la eficiencia y transparencia de la administración de justicia.
Más allá de las consideraciones sobre el incumplimiento de los ciclos procesales, la jurisprudencia constitucional ha subrayado la importancia que tiene, para la conservación de las garantías superiores, el señalamiento de etapas claras y precisas dentro de las cuales se desarrollen las investigaciones. Este cometido, a los ojos de la doctrina constitucional, es requisito mínimo para una adecuada administración de justicia (arts. 228 y 229 C.P.) y elemento necesario para preservar la seguridad jurídica de los asociados.

De lo dicho en precedencia, es claro que la consagración de etapas y ritualidades a cumplirse dentro del proceso, delimitadas por términos procesales, así como el cumplimiento de los mismos por parte de la autoridad encargada de administrarlos, constituyen la base procedimental fundamental para la efectividad del derecho al debido proceso y para el recto funcionamiento de la administración de justicia, determinando con ello el inicio de la etapa subsiguiente como requisito para la culminación del proceso, por lo tanto, resulta necesario que tanto las etapas del procedimiento como la formación de cada una de ellas se encuentren debidamente ejecutada, ofreciendo a sus titulares oportunidades ciertas para el ejercicio del derecho de defensa y por supuesto manteniendo el debido proceso que debe imperar en toda actuación judicial.

El debido proceso como principio universal se encuentra consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política como una garantía más para la investigación, para no dejar al libre arbitrio del operador judicial la oportunidad y formas como deben agotarse las diferentes etapas procesales previstas por el legislador: 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.”
En consecuencia, y atendiendo lo anteriormente plasmado, es evidente que la Sala de primera instancia vulneró el derecho de defensa y debido proceso al abogado HERNÁNDEZ MAHECHA al omitir formularle el pliego de cargos, una vez éste aceptó la comisión de una falta, máxime que la aceptada fue la relativa a los dineros y no a la indiligencia.  

Adviértase que si bien, una vez ocurrió ello, el Magistrado decidió terminar las diligencias por la falta a la honradez y pasar el expediente al Despacho para fallo, por la presunta indiligencia, pero en ningún momento le dijo al profesional del derecho cuál fue la falta que presuntamente cometió, sin que sea dado argumentar de forma genérica una presunta indiligencia por parte del profesional del derecho realizada de forma culposa, pues La Ley 1123 de 2007, claramente obligaba al funcionario instructor a realizar la imputación jurídica al momento de formular los cargos, concretando además las pruebas de las que se deducía dicha conducta y no simplemente a realizar la imputación fáctica. 

Pliego de cargos, que además debía ser congruente con la confesión realizada por el profesional del derecho, circunstancia que tampoco se encuentra tan clara en las presentes diligencias, pues como se dijo, una vez el Magistrado de primera instancia increpó al togado para que constatara si confesaba la falta, este textualmente dijo: 

“…Si a doña Luz Edilma y a la majestad de la justicia representada por el Magistrado Álvaro León Obando, al abogado, a todos, les quiero decir que si aceptó una falta mía a nivel de culpa y no de dolo porque seguramente no hice todo lo necesario para decirle doña Luz Edilma estos honorarios yo los tengo, están produciendo para mí y debieron estar en su bolsillo pero nunca con intención de apoderarme porque siempre pensaba que el día que ella solucionara el problema con su hijo se  iba a adelantar este proceso y se lo iba a terminar. Eso es así…”

Siendo evidente que el profesional del derecho investigado se refería más a una falta a la honradez y no a la indiligencia, que fue por la que finalmente, la Sala de primera instancia lo sancionó. 

Aunado al hecho que después de esta presunta confesión, el defensor del encartado, solicitó su absolución. 

Lo anterior, demuestra entonces la necesidad de que el Magistrado de primera instancia hubiese procedido a realizar formalmente la formulación de cargos al procesado, a pesar de que éste haya confesado una falta, no sólo por respeto a su derecho de defensa, al enterarlo previamente de una forma completa y clara, los hechos y las faltas imputadas, sino como cumplimiento de una etapa procesal prevista en la ley y que constituye la pieza procesal más importante en el proceso disciplinario seguido en su contra. 

Luego entonces, operó la causal de nulidad prevista en los numerales 2º y 3º del artículo 98 de la Ley 1123 de 2007
, motivo por el cual, y en ejercicio de la facultad oficiosa consagrada en el artículo 99 de esa misma norma
, se ordenará recomponer la actuación a partir de la audiencia celebrada el 10 de febrero de 2011, inclusive, para que el Seccional de primera instancia proceda nuevamente a realizar toda la actuación surtida, dándole al profesional del derecho la oportunidad  de confesar la falta, si así es su deseo y de hacerlo, proceda a realizar la formulación de los cargos de forma clara y completa, señalando específicamente el presupuesto fáctico, la falta imputada, el verbo rector, el grado de culpabilidad del cual va a defenderse el disciplinado, así como la afectación al deber previsto en la ley, el cual debe ser correlativo a la falta y sin perjuicio de la validez de los medios de prueba que han sido recaudados.

Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de sus facultades legales y constitucionales,
RESUELVE

PRIMERO.- DECRETAR LA NULIDAD de lo actuado, por violación al debido proceso y al derecho de defensa, a partir de la audiencia de pruebas y calificación inclusive, realizada el 10 de febrero de 2011 inclusive, para que el Seccional de primera instancia proceda nuevamente a realizar toda la actuación surtida, dándole al profesional del derecho la oportunidad de confesar la falta, si así es su deseo y de hacerlo, proceda a realizar la formulación de los cargos de forma clara y completa, señalando específicamente el presupuesto fáctico, la falta imputada, el verbo rector, el grado de culpabilidad del cual va a defenderse el disciplinado, así como la afectación al deber previsto en la ley, el cual debe ser correlativo a la falta y sin perjuicio de la validez de los medios de prueba que han sido recaudados. Conforme a lo motivado en éste proveído; en consecuencia, REMÍTASE DE FORMA INMEDIATA el expediente a la Colegiatura de instancia. 
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